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RESUMEN
Fundamentos: La incapacidad permanente (IP) es un problema de
salud laboral en el que intervienen factores laborales, sanitarios o lega-
les, los cuales han variado en España a lo largo de los últimos años. El
objetivo del presente estudio es describir la tendencia temporal de la IP
en España desde 1992 a 2010 por gravedad de la incapacidad y diferen-
tes variables sociodemográficas y de afiliación a la seguridad social.
Métodos: A partir de los datos de la Seguridad Social sobre afilia-
ción y altas de IP en España se describió la tendencia temporal de la in-
cidencia anual de la IP en el periodo comprendido entre 1992 y 2010.
Para valorar las tendencias se estimó el porcentaje de cambio anual
(PCA) y el intervalo de confianza al 95% mediante un modelo de re-
gresión binomial negativa.
Resultados: La tendencia de la incidencia de IP se subdividió en
tres periodos. El primero (1992 a 1997) presentó una incidencia aproxi-
madamente constante de 75 casos por 10.000 trabajadores (PCA1= -0,1;
IC 95%:-1,6 a 1,4). Seguidamente las tasas descendieron durante un pe-
ríodo de tres años (PCA2:-12,1%; IC 95%:-13,9 a -10,4), situándose al-
rededor de 50 nuevos casos por 10.000 trabajadores en el año 2000. A
partir de este año la incidencia de IP se mantuvo aproximadamente
constante hasta el año 2010 (PCA3=0,4; IC 95%:-0,2 a 1,0).
Conclusiones: A pesar del incremento de trabajadores afiliados a la
seguridad social en el periodo estudiado, la incidencia de IP se mantie-
ne bastante estable, con un descenso entre 1997 y 2000 que se podría
atribuir a las medidas de evaluación y seguimiento de las IP adoptados
en 1995.
Palabras clave: Seguridad Social. Evaluación de la discapacidad.
Tendencia temporal.
ABSTRACT
Time Series of Permanent Disability in
Spain (1992 - 2010)
Background: Permanent disability (PD) is an occupational health
problem that involves occupational, healthcare and legal factors that
have changed in Spain over recent years. The aim of this study was to
describe the trend of the incidence of PD in Spain.
Methods: Based on Social Security System data on enrolment and
PD in Spain, we graphically described the time trend of the annual inci-
dence of PD in the period between 1992 and 2010. In order to assess the
trends, the Annual Percent Change (APC) and its confidence interval (CI
95%) was estimated through a binomial negative regression model.
Results: The incidence trend of PD was divided into three periods.
The initial period (1992 to 1997) showed a constant incidence of appro-
ximately 75 cases per 10,000 workers (ACP= -0.1; IC 95%:-1.6, 1.4).
This period was followed by a 3 year period reaching approximately 50
new cases per 10,000 workers in the year 2000 (ACP:-12.1%; CI 95%:-
13.9; -10.4). Lastly, there was a 10 year period until the year 2010 in
which the incidence was stable (ACP= 0.4; IC 95%:-0.2; 1.0).
Conclusions: Despite the increase in social security affiliates in the
studied period, the incidence of PD was fairly stable during this period,
with a decline between 1997 and 2000, which could be attributed to mea-
sures of evaluation and monitoring of IP adopted in 1995.
Keywords: Social Security. Disability evaluation. Time series stu-
dies. Spain
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INTRODUCCIÓN
La discapacidad y la dependencia subsi-
guiente representan uno de los retos más
importantes a los que se enfrentan los paí-
ses desarrollados, en gran parte conse-
cuencia del progresivo envejecimiento de
la población1. En España, las predicciones
prevén que la población pase de un 17,4%
de personas mayores de 65 años en 2012 al
23,5% en 2030 y la población activa de
entre 55 y 65 años, de un 11,2% en 2012 al
14,9% en 20302. El sistema de protección
social español, consolidado a lo largo de
los últimos 30 años, debe hacer frente a
esta situación. Uno de los recursos más
importantes de que dispone nuestro siste-
ma para hacer frente a la discapacidad,
cuando ésta se produce en una persona que
trabaja y está afiliada a la seguridad social,
es el subsidio por incapacidad laboral de
carácter permanente (IP)3. La IP se define,
según el artículo 136 de la Ley General de
La Seguridad Social (LGSS)4, como la
“situación del trabajador que, después de
haber estado sometido al tratamiento pres-
crito y de haber sido dado de alta médica-
mente, presenta reducciones anatómicas o
funcionales graves, susceptibles de deter-
minación objetiva y previsiblemente defi-
nitivas, que disminuyan o anulen su capa-
cidad laboral”. Dicha situación puede ser
debida a un accidente de trabajo o enfer-
medad profesional (contingencia profesio-
nal) o a un accidente no laboral o enferme-
dad común (contingencia común). La ges-
tión de la IP es responsabilidad del Institu-
to Nacional de la Seguridad Social (INSS),
que, a través de los Equipos de Valoración
de la Incapacidad (EVIs), ubicados en cada
provincia (en Cataluña corresponde al Ins-
titut Català d’Avaluacions Mèdiques i
Sanitaries -ICAMS-), valora y reconoce en
su caso la existencia de una IP5. En 2011,
el gasto directo originado por el subsidio
de la IP fue de 11.627 millones de euros, a
lo que hay que añadir los costes de la aten-
ción sanitaria y los años de vida productiva
perdidos6.
Los cambios demográficos señalados,
junto a las reformas laborales y de seguri-
dad social habidas (retraso en la edad
jubilación, prolongación del periodo de
cotización, etc.)8,9 y que se están produ-
ciendo, hace necesario estudiar la evolu-
ción temporal de la incidencia de la IP.
El objetivo del presente estudio es des-
cribir la tendencia temporal de la IP en
España desde 1992 a 2010 según la grave-
dad de la incapacidad y diferentes varia-
bles sociodemográficas y de afiliación a
la seguridad social.
MATERIAL Y MÉTODOS
Los datos se obtuvieron del Ministerio
de Empleo y Seguridad Social10, de donde
se extrajeron las series de afiliación de
trabajadores y altas de pensiones de IP
(nuevos casos de IP dentro del apartado de
pensiones contributivas de la seguridad
social)11. Para el caso concreto de las de
IP por grado de incapacidad (total, abso-
luta y gran invalidez) y sexo, se consulta-
ron los anuarios de estadísticas12. El
periodo estudiado se inició en 1992, ya
que a partir ese año los datos están dispo-
nibles a nivel de comunidad autónoma, y
finalizó en 2010, último año completo
disponible. En este estudio se excluyó la
IP parcial, ya que no estaba disponible.
Por lo tanto, la IP incluida en este estudio
es la clasificada como total (incapacidad
para su trabajo habitual), absoluta (inca-
pacidad para todo tipo de trabajo) y gran
invalidez (incapacidad para la que la per-
sona afectada requiere de ayuda para rea-
lizar las tareas más esenciales de la vida,
tales como vestirse, desplazarse, comer,
etc.).
Las series temporales analizadas no
fueron iguales para todas las variables
seleccionadas, debido a la diferente dis-
ponibilidad de la información, tanto para
el alta de IP como para la afiliación. Las
variables analizadas desde 1992 fueron la
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comunidad autónoma, el tipo de contin-
gencia (común o profesional) y el régi-
men asociado a la IP (general, autónomos,
especial agrario por cuenta ajena o por
cuenta propia, especial de minería del car-
bón, trabajadores del mar y empleados del
hogar). Desde 1995 la edad (agrupada en
tres grupos: de 16 a 24, de 25 a 54 y de 55
y más años). Desde 2000 el grado de inca-
pacidad (gran invalidez, absoluta y total)
y desde 2006 el sexo. Desde 1992 hasta
2010 hubo un total de 1.704.678 nuevas
altas de IP, siendo el número de pensionis-
tas de IP a diciembre de 2010 de 936.895
individuos.
Las tasas de incidencia anual se calcu-
laron como el cociente entre las altas de IP
y la afiliación promedio anual a partir de
datos mensuales. Para las variables grado
de incapacidad, sexo, edad y comunidad
autónoma se consideraron las IP conjun-
tamente por contingencia común y profe-
sional. Por otra parte, el cálculo para cada
uno de los regímenes de la seguridad
social solo fue posible para las IP por
contingencia común, calculando la inci-
dencia como el cociente entre el total de
IP por contingencia común de un régimen
específico y los afiliados a ese régimen.
En el caso de las contingencias profesio-
nales, al no ser posible separar por regí-
menes, se dividió el total de IP por contin-
gencia profesional por el total de afiliados
a todos los regímenes, si bien entre los
autónomos la cobertura de las contingen-
cias profesionales es voluntaria.
La evolución temporal se describió
mediante las tasas de IP, que muestra grá-
ficamente para el total de IP dos claros
puntos de inflexión en la tendencia en
1997 y 2000. Finalmente, se calculó el
porcentaje de cambio anual (PCA) de las
tasas y su intervalo de confianza al 95%
(IC 95%) mediante un modelo de regre-
sión binomial negativa que consideró
dichos puntos de inflexión. En concreto,
se estimaron los PCA para 1992-1997
(PCA1),1997-2000 (PCA2) y 2000-2010
(PCA3) y sus respectivos IC 95%. Para
ello se asumió que el número de altas de
I P, y t r e g i s t r a d a s e n e l a ñ o t
(t=1991,…,2010), siguió una distribución
binomial negativa con la siguiente media
log-lineal :
log(E[yt])=β0+β1(t-1991)+β2 (t-1997)
++β3(t-2000)
++ log(Nt)
donde Nt es el total de afiliados en el año
t. La expresión (t-τ)+ es igual a 0 si t≤τ; e
igual a (t-τ) si t>τ, donde τ puede ser el
año 1997 ó 2000. El PCA1 se obtendrá
como (exp(β1)-1) x 100, el PCA2 como
(exp(β1+ β2)-1)x100 y el PCA3 como
(exp(β1+ β2+β3)-1) x100. El paquete esta-
dístico utilizado fue el Stata 10.1.
RESULTADOS
El número total de IP iniciado cada año
a lo largo de los 19 de estudio osciló entre
los 92.248 casos en 1992 y los 90.949 en
2010. Sin embargo, la incidencia osciló
entre los 73,6 por 10.000 trabajadores afi-
liados en 1992 hasta 51,7 por 10.000 en
2010.
De acuerdo a los tres subperiodos con-
siderados (figura 1), entre 1992 y 1997 la
incidencia osciló entre los 70 y 80 nuevos
casos por cada 10.000 trabajadores afilia-
dos (PCA1=-0,1%; IC 95%: -1,6 a 1,4),
entre 1997 y 2000 se observó un descenso
hasta situarse en 52 casos por 10.000 tra-
bajadores afiliados en 2000 (PCA2= -
12,1%; IC 95%: -13,9 a -10,4). Finalmen-
te, desde 2000 a 2010 la incidencia se
mantuvo en torno a 50 nuevos casos por
cada 10.000 trabajadores (PCA3= 0,4%;
IC 95%: -0,2 a 1,0).
Para las variables analizadas (tabla 1),
empezando por las que se dispuso de
datos desde 1992, se observó que la inci-
dencia más elevada en el inicio de la serie
correspondió al régimen especial de
empleados del hogar (294,0 por 10.000
Xavier Duran et al.
trabajadores). Es importante subrayar que
para este régimen la incidencia de IP pasó a
ser la más baja en 2010, con disminuciones
significativas en los tres períodos analiza-
dos (PCA1= -6,4%: IC 95%= -10,0 a -2,6;
PCA2= -21,8; IC 95%= -25,8 a -17,6;
PCA3= -8,7; IC 95%= -10,2 a -7,3). En el
caso de las contingencias profesionales, la
incidencia en el año 1992 fue de 5,7 casos
por 10.000 trabajadores situándose final-
mente en los 3,3 en el año 2010.
Por comunidad autónoma, la mayor inci-
dencia inicial correspondió a Asturias
(136,0 por 10.000 trabajadores), mantenién-
dose entre las más altas al final del período
(60,7 por 10.000 trabajadores). Por otra par-
te, la Comunidad de Madrid fue la que pre-
sentó una menor incidencia (54,1 por
10.000 trabajadores) manteniéndose como
tal al final del período (29,2 por 10.000 tra-
bajadores), si bien la diferencia entre la
mayor y la menor incidencia se redujo: 88,1
en 1992 frente a 45,9 en 2010. Algo similar
ocurrió en relación al régimen, la diferencia
entre la mayor y la menor incidencia fue de
242,2 en 1992, mientras que en 2010 fue de
64,2.
Por grupo de edad, con datos disponibles
desde 1995, la mayor incidencia correspon-
dió al grupo de los mayores de 55 años
(288,8 por 10.000 trabajadores), que siguió
una tendencia descendente en los dos sub-
periodos siguientes (PCA2=-10,9%; IC
95%=-12,7 a -9,1 y PCA3=-1,6%: IC 95%=
-2,2 a -1,1). Por lo que respecta a los meno-
res de 25 años, se observó una tendencia
creciente en la incidencia de IP a partir de
2001 (5,0 por 10.000 trabajadores; PCA3=
5,0%; IC 95%= 2,9 a 7,1).
Por grado de incapacidad, con datos dis-
ponibles desde 2000, la mayor incidencia
correspondió a la IP total (31,6 por 10.000
trabajadores, PCA3=0,2%: IC 95%=-0,4 a
0,9), que se mantuvo estable, y la menor
correspondió a la gran invalidez (1,0 por
10.000 trabajadores) pero con una tendencia
ascendente esta última (PCA3= 2,6%; IC
95%= 2,1a 3,2).
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Figura 1
Tendencia temporal de las altas de incapacidad permanente (1992-2010)
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Porcentaje de cambio anual Incidencia* 1992 - 1997% (IC 95%)
1997- 2000
% (IC 95%)
2000 - 2010
% (IC 95%)
Grado incapacidad (desde 2000)
Total 31,6 0,2 (-0,4 , 0,9)
Absoluta 19,4 0,4 (-0,2 , 1,1)
Gran invalidez 1 2,6 (2,1 , 3,2)**
Sexo (desde 2006)
Hombre 58,0 3,1 (0,8 , 5,5)**
Mujer 47,5 -5,2 (-5,9 , -4,4)**
Edad (desde 1995)
Menos de 25 años 6 0,3 (-13,1 , 15,8) -10,1 (-16,4 , -3,3)** 5,0 (2,9 , 7,1)**
De 25 a 54 años 44,6 9,3 (4,4 , 14,4)** -12,4 (-14,5 , -10,3)** 0,0 (-0,6 , 0,7)
De 55 y más años 288,8 2,0 (-1,9 , 6,1) -10,9 (-12,7 , -9,1)** -1,6 (-2,2 , -1,1)**
Tipo de contingencia (desde 1992)
Común 69 0,0 (-1,5 , 1,6) -13,0 (-14,7 , -11,2)** 0,6 (0,0 , 1,2)
Profesional 5,7 -6,7 (-8,8 , -4,6)** 0,6 (-2,3 , 3,7) -2,0 (-2,9 , -1,1)**
Régimen (desde 1992)
General 51,8 3,2 (1,0 , 5,4)** -13,4 (-15,9 , -10,9)** 1,3 (0,4 , 2,1)**
Autónomos 56,4 -1,3 (-3,6 , 1,0) -9,5 (-12,2 , -6,6)** 2,4 (1,5 , 3,4)**
Especial Agrario (cuenta ajena) 122,8 1,4 (-2,1 , 5,0) -12,6 (-16,6 , -8,4)** -0,3 (-1,7 , 1,2)
Especial Agrario (cuenta propia) 244,4 -8,2 (-9,7 , -6,7)** -4,8 (-7,1 , -2,5)** -1,4 (-2,5 , -0,3)**
Especial de Minería del Carbón 240,1 -7,2 (-9,0 , -5,3)** -13,3 (-16,5 , -10,0)** -0,1 (-1,8 , 1,6)
Trabajadores del mar 116,4 0,9 (-1,9 , 3,8) -7,8 (-11,2 , -4,1)** 0,6 (-0,6 , 1,8)
Empleados del hogar 294 -6,4 (-10 , -2,6)** -21,8 (-25,8 , -17,6)** -8,7 (-10,2 , -7,3)**
Comunidad Autónoma (desde 1992)
Andalucía 92,9 3,3 (1,2 , 5,3)** -14,4 (-16,6 , -12,0)** -0,5 (-1,3 , 0,3)**
Aragón 77,2 -6,3 (-9,2 , -3,2)** -8,0 (-12 , -4,0)** -0,7 (-2,0 , 0,6)
Asturias 136 -5,5 (-9,1 , -1,8)** -4,9 (-9,7 , 0,1)** -3,0 (-4,6 , -1,4)**
Cantabria 89 -3,2 (-6,2 , -0,1)* -3,9 (-7,8 , 0,3) -1,4 (-2,7 , -0,1)*
Castilla-La Mancha 62,8 1,4 (-3,2 , 6,2) -8,8 (-14,3 , -2,8)** 1,0 (-0,9 , 3,0)
Castilla y León 87,1º -7,7 (-9,9 , -5,5)** -7,9 (-10,8 , -4,9)** -0,4 (-1,3 , 0,6)
Cataluña 56,9 4,6 (1,8 , 7,4)** -14,6 (-17,6 , -11,5)** 1,3 (0,2 , 2,5)**
Comunidad Valenciana 59,5 6,6 (3,9 , 9,4)** -16,1 (-18,8 , -13,2)** 2,3 (1,2 , 3,3)**
Extremadura 82,1 -5,7 (-8,3 , -2,9)** -7,0 (-10,5 , -3,4)** 1,4 (0,2 , 2,6)**
Galicia 103,2 -2,5 (-3,7 , -1,2)** -4,4 (-6,1 , -2,8)** -0,5 (-1,0 , 0,0)
Tabla 1
Incidencia por 10.000 afiliados de incapacidad permanente (primer año del periodo) y
porcentaje de cambio anual (PCA) y su intervalo de confianza (IC95%) según grado de
incapacidad y variables sociodemográficas
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Finalmente, por sexo, con datos sólo des-
de 2006, la mayor incidencia correspondió a
los hombres (58,0 por 10.000 trabajadores)
en los que aumentó (PCA= 3,1%; IC 95%=
0,8 a 5,5) frente a las mujeres, en las que dis-
minuyó (PCA= -5,2%; IC 95%= -5,9 a -
4,4).
DISCUSIÓN
Hasta donde sabemos, esta es la primera
vez que se describe la evolución temporal
de la incidencia de la IP en España a lo largo
de los últimos casi 20 años. En dicha evolu-
ción, estable al principio (1992-1997) y al
final del periodo (2001-2010), destaca el
descenso entre 1997 y 2000 que se observa
en la mayoría de todos los grupos de edad,
Comunidades Autónomas (CCAA) y regí-
menes de la seguridad social. Un descenso
relativo, ya que el número absoluto de IP es
bastante estable a lo largo del período estu-
diado (92.248 en 1992 y 90.949 en 2010),
pues habría que haber esperado un aumento
en el número de IP con el incremento de los
trabajadores afiliados a la seguridad social
que pasaron de 12,5 millones en 1992 a 19
millones en 2007, si bien descendió a partir
de este año situándose en 17,5 millones en
2010.
Una posible explicación al descenso ob-
servado entre 1997 y 2000 podría ser la fir-
ma del Pacto de Toledo en 199514, en el que
se separaron y clarificaron las fuentes de fi-
nanciación del sistema de protección social
y que en su recomendación decimotercera
subrayó la necesidad de una mejora de la
gestión en el acceso y la permanencia de la
IP, estableciéndose un régimen de incompa-
tibilidades con otras retribuciones laborales
o profesionales, así como incrementándose
los recursos humanos y desarrollando pro-
gramas especiales de actuación de los EVIs
para contener el “crecimiento inusitado” de
la IP. A lo que siguió el desarrollo de nor-
mas específicas de gestión, entre las cuales
destaca la creación de los EVIs en cada pro-
vincia15.
No obstante, y sin excluir la anterior
hipótesis explicativa, hemos de mirar en
toda su complejidad el fenómeno que repre-
senta la IP, ya que su evolución puede estar
afectada por múltiples factores, ya sean
relacionados con los cambios en la ocupa-
ción (feminización, envejecimiento,
desempleo, contratación, etc.), la calidad de la
asistencia sanitaria (especialmente la rehabili-
tación, que facilita la reinserción laboral), ade-
más de las modificaciones legales señaladas
Porcentaje de cambio anual Incidencia* 1992 - 1997% (IC 95%)
1997- 2000
% (IC 95%)
2000 - 2010
% (IC 95%)
Islas Baleares 75,8 -0,7 (-7,4 , 6,4) -8,9 (-17 , 0,0) -4,3 (-6,9 , -1,5)**
Islas Canarias 47,9 2,6 (0,1 , 5,3)** -10,8 (-13,7 , -7,7)** 2,7 (1,7 , 3,8)**
La Rioja 110,6 -14 (-17,7 , -10,1)** -5,3 (-11,0 , 0,7) -2,4 (-4,2 , -0,6)**
Madrid 54,1 -7,4 (-10,0 , -4,8)** -11,7 (-15,0 , -8,3)** 1,8 (0,6 , 3,0)**
Murcia 98,4 0,4 (-3,6 , 4,6) -20,6 (-24,7 , -16,2)** 1,7 (0,1 , 3,4)**
Navarra 65,2 -4,9 (-9,0 , -0,6)** -9,1 (-14,2 , -3,6)** -1,2 (-2,9 , 0,6)
País Vasco 78,3 -3,0 (-5,3 , -0,6)** -13,9 (-16,7 , -11)** 0,5 (-0,5 , 1,5)
Ceuta y Melilla 86,4 -3,9 (-7,9 , 0,3) -9,1 (-14,2 , -3,7)** -3,4 (-5,1 , -1,6)**
Total 73,6 -0,1 (-1,6 , 1,4) -12,1 (-13,9 , -10,4)** 0,4 (-0,2 , 1,0)
Tabla 1 (continuación)
* Corresponciente al año inicial indicado. Por 10000 trabajadores año.
**: PCA estadísticamente distinto de 0.
para acceder y valorar la pensión por IP, a
lo que debemos añadir la posible variabili-
dad en la aplicación de estas normas por
parte de los EVIs, tal como ocurre en otras
prescripciones médicas16. Un hecho que
conviene recordar, ya que la estructura
territorial del INSS es provincial y puede
estar sujeta a una variabilidad similar.
Así, el descenso de la incidencia que se
observa en todos los regímenes, lo que pro-
duce una convergencia entre ellos, al
menos en parte puede ser también resultado
de otra de las recomendaciones del Pacto de
Toledo, que apuntaba sobre la necesidad de
integrar y simplificar los diferentes regíme-
nes de la seguridad social. En esta conver-
gencia se pueden establecer tres grupos
diferenciados. Por una parte están el régi-
men general y el de autónomos que, aún
siendo regímenes distintos, han tenido un
comportamiento similar. Por otra parte
están los regímenes especiales de la agri-
cultura, pesca y minería del carbón con una
incidencia a lo largo de los años muy por
encima de los regímenes general y de autó-
nomos, lo que podría ser explicado, por una
parte, porque implican unas ocupaciones
con condiciones de trabajo de alto riesgo
para la salud y, por otra, por ser poblaciones
en proceso de envejecimiento con respecto
a otros regímenes, todo lo cual hace espera-
ble una mayor incidencia de IP, como así se
observa al inicio el periodo de estudio.
Finalmente, observamos en el régimen
especial de empleados del hogar un marca-
do cambio de tendencia que lo sitúa en
2010 en la incidencia más baja entre todos
los regímenes, lo que puede ser debido al
cambio de perfil de los trabajadores de este
régimen, pasando a ser puestos de trabajo
ocupados fundamentalmente por mujeres
jóvenes inmigrantes, especialmente en los
últimos 10 años17.
A su vez, observamos una clara dismi-
nución en la incidencia de IP por contin-
gencia profesional desde el principio del
periodo estudiado, que en parte podría
ser explicado por la reducción de las
lesiones por accidentes de trabajo obser-
vada sobre todo desde el año 2000, lo que
ha sido atribuido parcialmente a la efecti-
vidad de las políticas de prevención de
riesgos laborales18. Esta posible relación
entre la reducción de las lesiones por
accidentes de trabajo y la IP, en caso de
verificarse en un estudio más específico,
supondría otro resultado positivo de las
políticas de prevención llevadas a cabo
en España, de manera destacada las rela-
cionadas con los planes de actuación pre-
ferente19.
Otro resultado destacable, aunque
esperable, es el gradiente observado por
edad, constante a lo largo de los años. La
incidencia de IP en el tramo que va de los
55 a los 65 años es muy superior a la inci-
dencia en los tramos anteriores, si bien ha
ido disminuyendo. Este hecho pone de
manifiesto cómo en la medida en que la
edad aumenta son más frecuentes los pro-
blemas de salud de carácter crónico20, lo
que lógicamente incrementaría el riesgo
de una IP. Un efecto que con toda proba-
bilidad se verá incrementado con el retra-
so en la edad de jubilación de 65 a 67
años y una progresiva desincentivación
de la jubilación anticipada9. Por otra par-
te, aún siendo la incidencia muy baja, la
tendencia creciente observada en el tra-
mo de edad que comprende a los menores
de 25 años puede ser explicada por la
evolución de los accidentes de tráfico
graves ocurrida en los últimos 20 años y
que ha afectado especialmente a los más
jóvenes21. Igualmente, cabe destacar una
modificación de la normativa en el año
2007, que redujo el período mínimo de
cotización exigible a los menores de 31
años22, lo que pudo haber incrementado
la IP en este grupo de edad en el último
período.
Al observar los resultados por sexo,
encontramos que aún teniendo datos de
incidencia correspondientes solamente
a los 5 últimos años de la serie, lo que
no deja de sorprender, se observan dos
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tendencias diferenciadas (creciente en los
hombres y decreciente en las mujeres) y,
para todos los años, una mayor incidencia
en los hombres. Este es un hecho mostra-
do ya en un trabajo anterior23, aunque el
mismo trabajo señala que la mayor inci-
dencia en los hombres dejaba de ser esta-
dísticamente significativa cuando se ajus-
taba por edad, aspecto que no hemos podi-
do replicar en este estudio al no disponer
de datos, pero en el que se deberá seguir
profundizando en estudios futuros.
Según la gravedad de la incapacidad, se
observa en toda la serie un gradiente
inverso, es decir, la incidencia disminuye
con la gravedad. Si bien, aún siendo muy
baja la incidencia de la gran invalidez, se
constata una tendencia creciente signifi-
cativa. Lo que puede estar indicando que
se están incrementando los problemas de
salud más grave y/o el reconocimiento de
la IP se produce en un estadio más avan-
zado de la enfermedad. Hipótesis que por
su interés deberán ser evaluadas en próxi-
mos estudios, aunque para ello se debe
registrar el diagnóstico médico de la IP, lo
que no ocurre en la actualidad.
Finalmente, del análisis por CCAA
vemos en primer lugar que las comunida-
des con mayor y menor incidencia a lo lar-
go de todo el período (Asturias y Comuni-
dad de Madrid, respectivamente), coinci-
den en el mismo sentido con las señaladas
en un estudio anterior23, si bien, un hecho
destacable es que se está produciendo una
convergencia entre todas las CCAA, lo
que, como señalábamos anteriormente,
puede ser debido a una creciente unifor-
midad en la aplicación de los criterios de
la evaluación de la IP por parte de los
EVIs.
Este estudio presenta algunas limitacio-
nes que deben ser tenidas en cuenta, algu-
nas ya señaladas, como la ausencia de
datos para obtener series completas en
todas las variables analizadas. Además, al
no disponer de los microdatos, ha sido
imposible ajustar algunas de las compara-
ciones, como la edad cuando se compara
por sexo. Igualmente, el diagnostico es
una variable clave en este tipo de investi-
gación desde la salud laboral, ya que,
como ocurre con la incapacidad tempo-
ral24, será posiblemente también la varia-
ble predictora de IP más importante.
Finalmente, el no disponer del número de
individuos en riesgo que tienen cobertura
de las contingencias profesionales (como
se ha indicado anteriormente, en el caso
del régimen de autónomos es voluntaria)
implica que la incidencia de IP por contin-
gencia profesional puede estar infravalo-
rada.
A pesar de estas limitaciones, los resul-
tados obtenidos y los estudios que de él se
deriven para probar la validez de algunas
de las hipótesis planteadas, pueden ser
útiles para mejorar la gestión de la IP. No
olvidemos que la prestación económica
prevista por nuestro sistema de seguridad
social en caso que una persona padezca un
problema de salud que le produzca una IP
para trabajar es uno de los principales
mecanismos de protección social disponi-
ble en España que, sin duda, contribuye a
prevenir posibles desigualdades sociales
en salud25, al menos parcialmente.
En síntesis, el análisis de los factores
estudiados, que podemos agrupar en labo-
rales, sanitarios y legales, constituye un
plan de investigación que justo ahora
comenzamos y que esperamos vaya dan-
do sus frutos en los próximos años. Mien-
tras tanto, las variables que se han anali-
zado en el presente trabajo nos ofrecen
importantes pistas sobre la evolución de
la IP en los últimos años y su distribución.
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